PROYECTO  DE  COMUNICACION
Pedido de Informes

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Tribunal de Cuentas de la provincia, con relación a la Caja de Jubilaciones y Pensiones, informe:

1- Cómo concluyó el trámite ordenado por la Resolución 800/02 del Tribunal de Cuentas, de fecha 11 de noviembre de 2002, por el cual se emplazó, por el término de 30 días, a las entonces Contadoras General de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, CPN Silvia Muesati de Borga y CPN Liliana Camussi; a los ex Tesoreros General de ese Organismo, Norma Previale de Gaineddu y CPN Herberto J. Garcilaso y a su actual Tesorero Jorge Luis Doldan para rendir cuentas por $ 30.926.301,88.

2- Cuál fue el final del trámite originado en la Resolución Nº 162, de fecha 20 de mayo de 2003, por la cual se formula cargo a la ex Contadora General de la Caja de Jubilaciones, CPN Silvia Muesati de Borga y a la ex Tesorera General, Norma Previale de Gaineddu por la suma de $ 77.446.150,05 y se las emplaza por el término de diez días para que reintegren dicho importe, bajo apercibimiento de dar intervención a la Fiscalía de Estado.

3- Cuál fue el resultado del procedimiento llevado a cabo, el 1º de setiembre de 2004, en la Contaduría General de la Caja de Jubilaciones por el Contador Fiscal del Tribunal de Cuentas de la Provincia, CPN Esteban Escher, quien requirió a la ex contadora del organismo, CPN Silvia Muesati de Borga la entrega de los Balances de Movimiento de Fondos de los meses de Agosto y Septiembre del año 1998, y si tales actuaciones se relacionaron además con las resoluciones mencionadas en los puntos 1 y 2 de este Pedido de Informes.

4- Copias de las Resoluciones de Emplazamientos Nros. S. II 294, 315 323, 383, 390 a 396, 398 a 406, 423 a 427, 430 a 436, 439, 442 a 448, 450 a 458, 576 a 581, 583 a 590, 592, 641 a 647, 702 a 709, 712, 713, 715, 716, 719, 720, 725, 726 del año 2001 y 139, 140, 142 y 143 del año 2002. Y la Resolución Nº 9/96. 

Sr. Presidente:

Si bien la Corte Suprema de Justicia de la Provincia de Santa Fe rechazó  el recurso  interpuesto por el fiscal de Cámaras, Raúl Reyes, para que considerara válida la acusación hecha contra el ex funcionario de la Caja de Jubilaciones, Edgar Leopoldo Lucca, y más allá de las sospechas y de los interrogantes que plantea la ciudadanía a la "prescripción" de un juicio de esta magnitud por "razones formales", después de cinco años, y de que todos los imputados fueron sobreseídos, los problemas de la Caja de Jubilaciones de la Provincia no terminaron.

 Existen "agujeros negros", que estimamos deben ser aclarados para  reivindicar el papel de los legisladores en una construcción democrática y republicana. La prescripción  de la causa no significa que los delitos no hayan existido; las razones de procedimiento esgrimidas no extinguen las dudas de  gran parte de la ciudadanía sobre los hechos ilícitos ocurridos en la Caja.

El ex funcionario Edgar Leopoldo Lucca  fue procesado por el  Juez Correccional Raúl Candioti, tras lo cual la Fiscalía requirió  la elevación a juicio. Sin embargo, la defensa de Lucca,  encarada por el abogado Eduardo Jauchen, fue consiguiendo dilatar el proceso y planteó la nulidad de la declaración indagatoria de su cliente y de la posterior requisitoria de juicio.

La Sala IV  de la Cámara de Apelación en lo Penal – integrada por los Dres. Daniel Rucci, Roberto Carreras y Elbio Franchini – consideró válida la declaración indagatoria pero coincidió con el abogado Jauchen en la nulidad de la acusación  y de todos los demás actos dictados en su consecuencia. El Fiscal de Cámara  Raúl Reyes disconforme con tal decisión pidió a la Cámara que revisara la medida, para la cual interpuso ante la Corte Suprema de Justicia de la Provincia un recurso de inconstitucionalidad.

El 22 de junio de 2004 se conoció la noticia que "después de analizar los antecedentes del caso,  la Corte coincidió  con los argumentos de la Cámara (con el voto en disidencia del Dr. Franchini) que objetaba la labor técnica realizada por el Fiscal de Primera Instancia.. Los jueces Rucci y Carreras sostuvieron que dicho funcionario no había realizado imputaciones concretas.

Según la Sala IV, la requisitoria fiscal faltaba a las exigencias de " claridad, precisión, especificidad y fundamentación"  que debían caracterizar a dicho acto procesal y, por lo demás, "está huérfano de motivación".

Sin embargo, habría que hacer resaltar que la decisión de la Corte llega cuando  el C.P.N.  Edgar Lucca ya fue sobreseído por prescripción de la causa. Este sobreseimiento por prescripción  llega después de cinco años de iniciadas las investigaciones y luego  que los camaristas  aceptaran una recusación planteada contra el Juez Candioti, lo que transformó en nula todas las actuaciones llevadas adelante por el magistrado. Esta claro  que  las demoras beneficiaron no sólo a Edgar Lucca y a todos los sobreseídos; sino que apuntalaron la sospecha encubrimiento de los hechos de corrupción.

En vista de lo acontecido y en razón de hacer creíble ante la ciudadanía la actuación independiente de Cámara de Diputados, es que solicitamos al Tribunal de Cuentas que explique la suerte que tuvieron las Resoluciones Nº 800, del 11 de noviembre  de 2002,  y la Nº 162,  del 20 de Mayo del  2003, que reclamaron la rendición de decenas de millones de pesos esfumados de la Caja de Jubilaciones. Los requerimientos de regularización comenzaron  el año 1996.

En los considerandos  de la Resolución N. 800 se lee: "Que se ha verificado en el Balance del mes de mayo de 2002, último estado presentado por la jurisdicción ( en fecha 18/10/2002), que continúan como pendientes de rendición partidas identificadas como correspondientes  a  Ejercicios anteriores por 30.926.301, 88, a Cargos del año 2001 por 374.211,07, y cargo del  año 2002 por 127.828.724,61. Ante esto la resolución 800 dice: " que con respeto a las mismas y con sujeción a lo dispuesto en el Art 7º de la citada Resolución  nº  9/ 96 TCP, corresponde emplazar a los responsables la presentación de las rendiciones inexistentes, en los términos del artículo 226 de la Ley de Contabilidad  Provincial. 

El 20 de  mayo del 2003 se  conoce la Resolución Nº 162, que entre otras cosas en sus considerandos dice: "Que a pesar del tiempo transcurrido y no obstante las numerosas gestiones realizadas por este Organismo (Honorable Tribunal de Cuenta) en procura de que las responsables aporten lo requerido en las resoluciones de emplazamiento pertinentes, en fecha  7 de Agosto de 2002 la  CPN Borga informa que no ha recibido ningún tipo de respuesta a lo requerido oportunamente a la jurisdicción." (Fs. 6 de Expediente Nº 00901-0003978-5TCP- SIE).

Por todo esto la Resolución Nº 162 del  20/05/2003 ordena: "Formular  cargo a la Ex Contadora General CPN Silvia Muesati de Borga y a la Ex Tesorera , Sra Norma Previale de Gainedu de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia por la Suma de $ 77.446.150,05 (Pesos setenta y siete millones cuatrocientos cuarenta y seis mil ciento cincuenta con cinco centavos)…." Y se intima para que dentro de 10 días hábiles a partir de la notificación de la resolución procedan a reintegrar el importe correspondiente al cargo, bajo el apercibimiento de dar intervención a la Fiscalía de Estado conforme a lo dispuesto por el artículo 230 de la Ley de Contabilidad( Decreto Ley Nº 1757/56), y dentro del plazo de 5 día de la notificación.

Pero este largo, complejo y poco transparente recorrido de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, que podríamos titular simbólicamente la "danza de los millones perdidos", tiene otro hito el 1º de setiembre de 2004. En esta oportunidad el Contador Fiscal del Honorable Tribunal de Cuenta de la Pvcia, C:P:N Esteban L. Escher se constituye en oficinas de Contaduría General de la Caja  contactándose  con la ex  Contadora de dicho organismo CPN Silvia  M  de Borga a "quien  solicita información correspondiente acerca de la entrega de la documental respaldatoria oportunamente requerida por las Resoluciones de  Emplazamiento de la Sala II del Tribunal de Cuentas Relacionadas con los Balances de Movimiento de Fondos de los Meses de Agosto y Setiembre de 1998".

Por todo lo expresado y para que la Caja de Jubilaciones de la provincia no pase a la historia como el mayor “agujero negro” en la historia de la administración santafesina, creando zozobra a los actuales y futuros jubilados y pensionados de nuestra provincia, es que solicitamos a nuestros pares la aprobación de este Proyecto. 

